                              SMEINIANSKY  DAVID C/ BA                             




RATUCCI  CAMILO S/ Usucapión

                              Exp:66253 Jz 14

                              REG. SENT. DEF. N°:54 

               Lomas de Zamora, a los 21 de abril de 2009, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces que integran esta Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este Departamento Judicial, Dres. Rodolfo Miguel Tabernero y Norberto Horacio Basile con la presencia del Secretario actuante, se trajo a despacho, para dictar sentencia, la causa n° 66253, caratulada: "SMEINIANSKY DAVID C/ BARATUCCI CAMILO S/ Usucapión".- De conformidad con lo dispuesto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil y Comercial, del mismo Estado, la Excma. Cámara resolvi¢ plantear las siguientes:

                 -C U E S T I O N E S-

               1°.- ¿En nula la sentencia apelada?

               2°.- ¿En su caso, ¨Es justa?

               3°.- ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. parte, Cód. Proc.), dio el siguiente orden de votación: Dres. Basile y Tabernero.-

                   -V O T A C I O N-

A la primera cuestión el Dr. Basile dice:

               I.- El señor juez titular del juzgado de primera  instancia en lo civil y comercial n|°14 de este departamento judicial, dict¢ sentencia a fojas  620/626 haciendo lugar a la excepción de falta de  acción  para obrar planteada y en en consecuencia rechazó la demanda promovida,  con  costas  a  cargo  de  la parte actora. Difirió  la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad. 

               El  pronunciamiento  fue  apelado a foja 627  por  la  parte  actora.  Radicadas  las  presentes actuaciones  en  esta  Sala,  a  fojas  646/654 expresó agravios  la  parte   actora   apelante.   Corrido   el pertinente traslado, a fojas 662/668 replicó el tercero citado Depetri.

               A foja 669 se llamó la causa para dictar sentencia por providencia que se encuentra consentida.

               DE LOS AGRAVIOS

               II.-   Se   queja   la   parte    actora sosteniendo  que  la  sentencia  es  nula  en virtud de haberse apartado de constancias documentales  agregadas en  el  expediente  y  en el proceso sucesorio ofrecido como  prueba.  Asimismo, cuestiona la valoración de las pruebas  hecha  por  el  magistrado   sentenciante   de anterior  grado,  sosteniendo   la   validez   de   los testimonios  que  fueron  dejados  de  lado,  así  como también la pericia practicada y los tributos abonados.

               DE LA REPLICA

               III.-   En   ocasión   de  contestar  el traslado de los agravios, la contraria acusó a la parte actora de no haber cumplido con la carga que impone  el artículo 260 del código de rito.

               Tocante  al  pedido  hecho en la réplica para que se declare desierto el recurso, basado  en  la inexistencia  de  suficiente fundamentación, debo dejar sentado que esta Sala, efectivamente, se ha impuesto un criterio  de  exigir  la  formulación  de  una  crítica concreta  objetiva, razonada y circunstanciada de todos y cada uno de los fundamentos del fallo.

               Es  así,  que  el  desarrollo   de   los agravios a la luz del articulo 260 del Código  Procesal Civil y Comercial de  nuestra  provincia  supone,  como carga  procesal,  una  exposición en la que mediante el análisis razonado y  crítico  del  fallo  impugnado  se evidencie su injusticia. 

               La  expresión  de agravios debe contener la  crítica concreta y razonada de las partes del fallo recurrido  que se consideren equivocadas, en base a las constancias  de autos, debiendo ser la pretensión de la quejosa   autosuficiente   y   demostrativa   de    los desaciertos  del  Magistrado,  pues  no  resulta ataque idóneo  las  meras  afirmaciones  del   recurrente   no avaladas en circunstancias emergentes del  proceso,  ni la mera disconformidad con lo decidido,  toda  vez  que este   proceder   en   manera   alguna   satisface   la requisitoria  legal de los artículos 260, 261 y 266 del rito   y,   en   consecuencia,   acarrea   como  l¢gica conclusión,  que  corresponda desierto este aspecto del recurso  (esta  Sala,  causa:  65280  RSD:   231/08   S 01/07/2008  in  re  "Moravicky,  Alejandro   c/Bressan, Luciana s/Ds y Ps").

               Esta Sala ha dicho, a su vez, que en los casos que aún mínimamente se cumplieran tales extremos, y  se  entendiera  que  está  en  juego el principio de defensa en juicio, corresponde  atender  tales  quejas, siguiendo  la  denominada  doctrina amplia -pero acoto- sólo excepcionalmente se ha seguido este criterio (CALZ Sala  I  Reg. Sent. Def. 181/92, 46/93, 138/93, 177/93, 96/94, 56/98, 169/99 y ot.).

               En mi concepto, el  escrito  cuestionado no puede ser calificado de insuficiente respecto de  la cr¡tica que formula al decisorio apelado.

               En consecuencia estimo necesario atender sus quejas, y revisar la justicia del  fallo  (Doctrina del art. 260 CPCC y jurisp. Anotada). 

               DE LA NULIDAD PLANTEADA

               IV.- En su escrito recursivo,  la  parte actora planteó la nulidad de la sentencia, argumentando que en la sentencia se ha dejado de merituar  elementos probatorios  agregados en la causa los cuales son vital importancia en la resolución. 

               El  recurso  de  apelación   ataca   los errores  de  juicio  o juzgamiento (error in iudicando) sea en la apreciación de los hechos o valoración de las pruebas (error de hecho) cuanto en la aplicaci¢n de las normas  (error  de  derecho).  Dicho  recurso comprende también  al  de  nulidad  que  cuestiona  los  defectos propios  de la sentencia. Queda fuera del aludido marco la subsanación de los errores o vicios de los actos que precedieron el pronunciamiento definitivo  (errores  in procedendo)   que   deben  ser  atacados  por  vía  del incidente de nulidad y no por vía recursiva (esta Sala, exp: 61751  RSD:  217/07  12/06/2007  in  re  "Gennaro, Magdalena c/Gioberchio, Abel s/Reivindicación").

               Las  fronteras  de  los  motivos  de  la nulidad, requieren  una  afinada  labor  interpretativa que, con criterios flexibles y sobremanera funcionales, privilegie las finalidades últimas en que se  apoya  el sistema  todo de invalidación de los actos del proceso, que no son otras que el aseguramiento de la defensa  en juicio a través de las formalidades del rito entendidas como meras reglas instrumentales al servicio  de  dicho trascendente objetivo (doct. art. 253 del CPCC  Morello y colab., "Códigos Procesales...", Ed.  1998.  T°  III, pág. 239).

               Siendo  así  para  que sea procedente la nulidad de una sentencia, se requiere la existencia  de una irregularidad manifiesta y grave.

               Es  decir,  el  vicio  que  provoque  la nulidad ha de ser de tal  magnitud  que  por  si  mismo ponga en peligro el derecho que le asiste al  apelante, pues  de otra manera al estar el recurso de nulidad por defecto de sentencia absorbido por el de apelación, por elementales  razones  de  economía procesal corresponde que  se  reparen  los  vicios  menores  al  examinar la sentencia en crisis (arg. art. 253 del CPCC).

               Así las cosas, entiendo que la sentencia no adolece de un vicio de entidad suficiente como  para descalificar  el  pronunciamiento,  máxime  teniendo en cuenta  que  las  irregularidades   que   denuncia   el recurrente pueden ser subsanadas mediante el recurso de apelaci¢n interpuesto. 

               En virtud de estas consideraciones,

                 -VOTO POR LA NEGATIVA-

A la misma primera cuestión, el Dr. Tabernero, por consideraciones análogas, TAMBIEN VOTA POR LA NEGATIVA.-

A la segunda cuestión el Dr. Basile dice:

               V.-  Visto  el acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede, no siendo nula la  sentencia, corresponde  analizar  la  procedencia  de los agravios esgrimidos por la actora. 

               Los extremos requeridos para  viabilizar la  acción  de  usucapión,  consagrados  tanto  por  la doctrina   como   por  la  jurisprudencia  de  nuestros Tribunales,  están constituidos por la presencia de una prueba plena y concluyente de  la  existencia:  a)  del corpus, entendido como el ejercicio del poder de hecho, su señorío sobre la cosa. b) del animus, o la intención de tener la cosa para sí. c) del mantenimiento de ambos requisitos durante el plazo requerido por  la  ley,  en forma  pública  y  pacífica  (doct.  art. 4015 del Cod. Civil  CALZ  Sala  I,  Reg.  Sent. Def. 377/88, 166/95, 339/95, 338/96 y otros).

               La   usucapión,  que  es  la  denominada prescripción adquisitiva, es un  modo  de  adquirir  un derecho  de   propiedad   u   otros   derechos   reales (usufructo, uso, servidumbre)  por  el  transcurso  del tiempo.  Tiene  un fundamento de orden público, pues no ha   sido  regulado  sólo  atendiendo  al  interés  del poseedor,  sino  también  al  interés  social,  ya  que estimula  la  producción  y el trabajo de quien durante años ha cultivado un inmueble, incorporando  riqueza  a la comunidad, frente a un propietario negligente que ha abandonado sus bienes (esta Sala 61653 RSD-154-6 S  20-6-2006, in re "Tonani, Atilio Jorge c/ Capria, Pedro s/ Usucapion").

               El  juicio  de  usucapión ha sido creado para  reconocer  como  propietario  de  un  inmueble  a aquella persona que durante un cierto tiempo  lo  posee con  ánimo de dueño. Se trata de un proceso de carácter contencioso, que debe entenderse contra  quien  resulte titular  del  dominio de acuerdo con las constancias de catastro, y si no se pudiera establecer  con  precisión quien  figura  como  titular  al  tiempo de promover la demanda, se procederá de la forma  que  determinan  las normas  del  rito  para   la   citación   de   personas desconocidas (esta Sala 61653 RSD-154-6 S 20-6-2006, in re  "Tonani,  Atilio  Jorge   c/   Capria,   Pedro   s/ Usucapi¢n").

               Además, el proceso de usucapión debe ser evaluado  en su desarrollo total, las pruebas deben ser merituadas unas con otras y todas entre s¡,  resultando censurable   la   descomposición   de   los   elementos probatorios,    disgregándolos    para    considerarlos separadamente, todo ello sin dejar de tener  en  cuenta la facultad del juez, de inclinarse por algunos de esos elementos,  en  perjuicio  de otros (SCBA Ac. 35990 del 27-2-85, Ac. 38332 del 6-10-87; CALZ Sala I, Reg. Sent. Def. N° 188/89, 119/90).

               La prescripción adquisitiva o  usucapión es  un  modo  de adquirir el dominio (art. 2524, inc 7° Código Civil) originario, esto es, el adquirente no deriva su derecho del propietario anterior, porque no obtiene la cosa de él. Este no es su autor, ni el primero su sucesor, porque desde el inicio de su posesión él es un  verdadero  contradictor del dueño (art. 2401), pues pretende  la  cosa  para  sí  (art. 2351), para lo cual realiza actos posesorios idóneos (art. 2384).  La  cosa se adquiere con independencia y a pesar del derecho que tenía el propietario anterior (Kiper, Claudio,  "Código Civil", Artículos 3875 a 4051, Pag. 530,  Ed.  Rubinzal Culzoni, 2007).

               No  es  posible  que cualquier ocupación sea  considerada  para s¡ y a t¡tulo de dueño, debiendo soportar la carga de la prueba en tal sentido quien invoca esa calidad. Así, el carácter contencioso del juicio de usucapión supone la carga de la  prueba  de  los hechos constitutivos del derecho alegado,  lo  cual  se logra cuando las pruebas arrimadas conforman lo que  se denomina  "prueba  compuesta"  (esta  Sala, RSD: 234/01 Exp: 457451 in re "Varela,  Julio  c/Cattaneo,  Vicente s/Usucapion").

               La prueba compuesta es  la  coordinación de  elementos  correspondientes de diferente naturaleza probatoria y deja como saldo sistematizador una acreditación. Las declaraciones testimoniales, evaluadas a la luz  de la sana crítica, son sumamente importantes para resolver la cuestión, por cuanto los testigos dan cuenta  del  conocimiento  personal de los actos posesorios que aluden realizados. Sin embargo, es conocido que  la ley  requiere que la prueba testimonial no sea la £nica aportada  por el demandante, es decir, que se halle corroborada por la evidencia de otro tipo, que forme  con ella la prueba denominada compuesta. No empece  se¤alar que en lo atinente a impuesto, tasas y demás, que ellos han dejado de constituír un requisito ineludible a  los fines de la usucapión, por lo que la ausencia de su pago  no  obsta  a  la procedencia de la acción si existe prueba compuesta asertiva (esta Sala, RSD: 234/01  Exp: 457451  in re "Varela, Julio c/Cattaneo, Vicente s/Usucapion"). 

               En  tal inteligencia, resulta imprescindible que mediante concreción idónea y coherente de esa prueba -compuesta- (art. 24 Ley 14159) llegue al órgano jurisdiccional a la íntima convicción de que en el caso ha  mediado posesión, por lo que la prueba acreditativa no puede sustentarse sólo en la instrumental. 

               VI.-  Las  quejas  de la parte actora se reducen  a una sola, la cual es el rechazo de la acción en  virtud  de  entender  que se encuentran debidamente probados   los  extremos  requeridos,  cuestionando  la apreciación  de  la  prueba  llevada  adelante  por  el magistrado sentenciante de grado anterior. 

               Adelanto mi opini¢n en el sentido que el recurso ha de prosperar. 

               Siendo que la posesión comprende la idea del  poder  efectivo sobre la cosa (corpus), acompañado de  un  proposito  íntimo  por  parte  del  sujeto,  de someterla  al  ejercicio  de  un  derecho  de propiedad (animus  domini),  conforme a los términos del artículo 2351 del Código Civil (Lafaille, Héctor "Tratado de los Derechos Reales", de. 1943, Vol. I, pág. 66), incumbe a quien  pretende  adquirir  el   dominio   mediante   la prescripción adquisitiva (art. 2524 inc.  7§  del  C¢d. Cit.),  acreditar  la  concurrencia de ambos elementos, los  que  revisten  carácter  constitutivo de su acción (arts. 375 y 679 del Digesto de forma).

               Otro   principio  que  aparece  como  de ineludible aplicación es aquel que impone que la prueba debe ser evaluada en su totalidad, tratando de vincular armónicamente  los  distintos elementos de acreditación cumplidos en la causa, de acuerdo con  las  reglas  del artículo 384 del Código Procesal. Es  obligatorio  para el juzgador tomar el proceso en  su  desarrollo  total, merituando las pruebas unas con otras y todas entre sí. Sin dejar de reconocer la facultad que tiene el juez de inclinarse  por  alguno  de  esos  elementos,  no puede descomponerlos,  disgregándolos  para  su  análisis  en forma separada (SCJBA Ac. 35.900 del 27-II-86; Ac.  38-332 del 6-X-87; esta Sala RSD 188/89; 166/95  y  201/06 entre muchas otras).

               Es de advertir que  atento  el  carácter contencioso del  presente  proceso,  incumbe  la  carga probatoria a la parte actora (arts. 375 y 679 del CPCC) y  que  la ley requiere, como se desprende de su propio texto que la prueba de testigos, que es por lo común la sustancial y de mayor importancia dada la naturaleza de los  hechos que se pretende justificar, no sea la única aportada  por  el actor; vale decir, que esa prueba sea corroborada  por evidencia de otro tipo, que formen con ella la prueba compuesta. 

               Y  si  bien  para esto no es forzoso que tales evidencias versen  sobre  actos  cumplidos  a  lo largo  de  todo  el  período  de  prescripción,  si  es necesario que exterioricen la existencia de la posesión o  de  algunos de sus elementos durante una buena parte de ese  período,  posibilitando  así  junto  con  éstos aseverar  que  en  el caso concreto ha mediado posesión veinteañal (esta Sala causa:57450 RSD-61-4 S 16-3-2004, in  re  "Garofalo,  Osvaldo Omar c/ Provincia de Buenos Aires s/ Usucapion"). 

               VII.-    Corresponde    analizar     las constancias probatorias existentes tanto en el  proceso sobre  prescripción adquisitiva, como las producidas en el interdicto de recobrar y la sucesión acollaradas. 

               Es el caso señalar que en las  presentes actuaciones  se  ha  dado  cabal  cumplimiento  de  las exigencias formales del artículo 679 de la ley de forma en atención a la sumaria  tramitaci¢n  del  pleito,  la demanda ha  sido  dirigida  contra  quien  figura  como titular  en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble, conforme  certificado  de  fojas 117 y se ha acompañado plano  de  mensura  visado por la Dirección de Geodesia del Ministerio de Obras Públicas (fs. 127/128).

               VIII.- Ahora bien, corresponde  analizar si se ha logrado acreditar la posesión con intención de tenerla  para sí, por el plazo que requiere el artículo 4015 del Código Civil y en forma  pacífica,  pública  e ininterrumpida. 

               Primeramente, estimo que debe entenderse como punto de comienzo de la  prescripción  adquisitiva el  momento  de  la  suscripción  del inicial boleto de compraventa  en  favor  del Sr. De Luca el cual ha sido timbrado en fecha 29 de octubre de 1968 por el Banco de la  Provincia  de  Buenos  Aires  (fs.  170  expediente sucesorio).  Este  boleto  fue  luego  cedido  al   Sr. Smetniansky. Ambos instrumentos fueron  acompa¤ados  al proceso sucesorio en fecha 18 de agosto de 1971. 

               Corresponde  dejar  sentado  que  he  de valorar  aquellos  documentos  en  virtud de haber sido agregados como prueba a la causa desde que forman parte del   expediente  sucesorio  ofrecido  como  a  efectos probatorios, respecto de la cual no medió oposición  de las contrarias a la produccion de la misma. 

               He de recordar sobre  el  particular  la doctrina  sentada  por  el  máximo  tribunal federal en relación  al exceso ritual manifiesto en la apreciación de  las  pruebas, reñido con el objetivo de afianzar la justicia: "Es condición de validez de un fallo judicial que el sea conclusión razonada del derecho vigente  con particular  referencia a las circunstancias comprobadas en la causa. Que la  condición  necesaria  de  que  las circunstancias  de  hecho  sean  objeto de comprobación ante los jueces, no excusa  la  indiferencia  de  éstos respecto  de  su  objetiva  verdad. Es en efecto exacto que, por lo regular, a fin de juzgar sobre un hecho, no cabe prescindir de  la  comprobación  del  modo  de  su existencia,   que   en  materia  civil  incumbe  a  los interesados. Y también es cierto que  esa  prueba  está sujeta  a  ciertas limitaciones, en cuanto a su forma y tiempo,  pues es exacto que de otro modo los juicios no tendrían  fin.  Que,  sin  embargo, el proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente formales. No se  trata  ciertamente  del  cumplimiento  de  ritos caprichosos,  sino  del  desarrollo  de  procedimientos destinados al establecimiento  de  la  verdad  jurídica objetiva,  que  es  su  norte  (CSJN,  18/09/1957 in re "Colalillo,  Domingo  c/España  y  Rio  de la Plata" en Fallos 238:550).

               Hecha esta salvedad, corresponde señalar que  se daría el caso de una accesión de posesiones. La unión de dos posesiones distintas, la del enajenante  y la del adquirente a título singular, fue introducida en el  derecho  justinianeo  con  el objeto de permitir al segundo gozar de los efectos de la  posesión  agregada. El  término  "unión"  o  "accesión"  es  una  expresión figurada, que indica el efecto jurídico de la idoneidad de la posesión precedente para integrarse a la posesión del  adquirente  (Zanonni, "Código Civil...", T°X, pag. 516 y sigtes, Ed. Astrea, 2005). 

               Se  exige  que  ambas  posesiones  están unidas por un vínculo jurídico (v.gr. venta,  donación, permuta). No  es  necesario  que  se  trate  de  título suficiente; puede haber accesión aún con un título  que no  reúna  todos los requisitos de fondo y forma (p.ej: boleto  de  compraventa;  viciado; a non domino); basta con  que  sea "abstractamente idóneo" (Zanonni, "Código Civil...", T°X, pag. 518 y sigtes, Ed. Astrea, 2005).

               El "vínculo de derecho" está dado por el título  en  virtud del cual se entreg¢ la cosa, lo cual constituye  un requisito para que opere la "accesión de posesiones",  pues  debe  haber  un  nexo  jurídico  de transmisión, es decir que resulta indispensable que  ya sea  a  título  oneroso  o  gratuito  se transmitan los derechos  posesorios;  por  ende que para que se puedan unir  dos  posesiones  distintas  es  indispensable  un vínculo jurídico destinado a  transmitir  los  derechos posesorios  o sea una continuidad indisoluble entre los "tradens"  anteriores,  siendo  bastante a esos efectos que  medie una tradici¢n traslativa de posesión, aunque este  último vínculo jurídico sea defectuoso (CC0203 LP 105303 RSD-112-6 S 4-7-2006,  in  re  "Aquino,  Horacio Daniel   c/   Pineda,   Conrado   (Sucesión    vacante) s/Prescripción adquisitiva").

               Para que dos posesiones se  puedan  unir es  necesario que reúnan los requisitos establecidos en los  art¡culos  2475  y  2476,  as¡  como  también  los establecidos en la nota correspondientes a este último, ellos son: que ambas posesiones no sean  viciosas,  que no  están  separadas la una de la otra por una posesión viciosa,  y  que  una derive de la otra (Clerc, Carlos. "Derechos reales e intelectuales", T°1  pag.  141,  Ed. Hammurabi, 2007). 

               El beneficiario de una promesa de  venta que ha recibido la tradición es poseedor "animus  domini" porque no reconoce el dominio en otra persona, comportándose  como  propietario y ejerciendo los derechos que  le  corresponden  (arts. 2.355, 2.513 y ss. C.Civ; SCBA, Ac 52937 S 27-12-1994, in re "Da Silva, Angel Alberto c/ Cabrera, Miguel A. y otra  s/  Reivindicación" en AyS 1994 IV, 544).

               Existe además un extremo relevante en la valoración  de  dichas  actuaciones. Los documentos han sido  agregados al sucesorio por la Sra. Maria Angélica Bercolano, quien no representa interés alguno  en  este juicio  sobre prescripción adquisitiva, lo que forma en mí  la  convicción  sobre  la veracidad de la operaci¢n (art. 384 CPCC). 

               IX.- En relación a la merituación de los recibos  de pago de impuestos acompañados, entiendo que los  mismos  son  hábiles  a  la  hora  de acreditar la existencia del animus domini en cabeza del accionante. 

               Al  margen  de que el "corpus posesorio" haga  o no presumir el "animus domini" hay actos emanados  de  quien  pretende la usucapión que de por si son demostrativos de su intención de comportarse como dueño y una forma de probar esa intención o comportamiento lo constituye el pago más o menos regular de los impuestos o  tasas  que afectan el inmueble en cuestión (SCBA, AC 81003  S 23-4-2003,"Demucho, Miguel Angel c/ Acuña, Calixto y otro s/ Desalojo" en DJBA 165, 148)

               Ya   ha   dicho  esta  Sala  que  no  es necesario   que   las   evidencias  presentadas  en  el expediente  abarquen  todo  el  plazo  de  prescripción adquisitiva,  pues basta que exterioricen la existencia de la posesi¢n durante buena parte  de  ese  lapso,  al igual que en materia de pago de impuestos  (esta  Sala, Exp:  61852 18/06/2006 RSD: 201/06 in re "Papa, Armando c/De Noia, Arturo Raul y ots s/Usucapión").

               Los recibos de pago de impuestos y tasas gozan   de   valor   probatorio   complementario,   con independencia del nombre que figure en los mismos, pues se presume que  pagó  su  importe  quien  presenta  los recibos. Además, no  es  necesario  que  los  pagos  se remonten a todo el lapso de la prescripción, ni que  se hayan efectuado a su debido  tiempo  (esta  Sala,  Exp: 61852  18/06/2006 RSD: 201/06 in re "Papa, Armando c/De Noia, Arturo Raul y ots s/Usucapi¢n").

               Si bien el abono de los gravámenes  debe ser "especialmente considerado" (art.24 inc.  "c",  ley 14.159 ref.por dec.ley 5756/58), su prueba no es ineludible  ya  que  tiene un valor meramente complementario (SCBA, Ac.38.447 del 26/4/88, Ac.39.743  del  13/9/88), por  donde la circunstancia de que no alcance a todo el tiempo exigido para usucapir no aniquila la  acci¢n,  y debe valorarse en armon¡a con los  restantes  elementos de prueba (CC0002 SI 58816 RSD-28-93 S 11-3-1993, in re "Zapata Emilio c/ Iglesias B. s/ Usucapi¢n).

               De  la  importante  cantidad  de recibos acompañados,  se extrae que quien pretende adquirir por prescripción  el inmueble, ha pagado tributos municipales con regularidad desde el año 1976 hasta el  momento de  la  interposición de la demanda. Esta circunstancia genera  en mi convicción sobe la existencia del "animus domini" requerido para el progreso de la  acción  (art. 384 CPCC). 

               X.-  Adquiere   vital   importancia   la pericia   practicada   en   autos   (fs.   536/553    y explicaciones  de  fs.  570/572),  en   cuanto   a   la determinación del momento en el cual se realizaron  las mejoras introducidas en el inmueble (cerramiento),  las cuales  se  habrían  realizado  aproximadamente con una antelaci¢n de 15 años. En función de la  fecha  en  que fue practicado el peritaje (año 2002), dicha mejora  se ha  producido dentro del plazo prescriptivo (art. 384 y 474 CPCC). 

               En  cuestiones  eminentemente  técnicas, como indudablemente se dirimen en este rubro, la prueba pericial adquiere especial relevancia  y  preeminencia, si bien la misma, en su contenido y conclusiones carece de  fuerza  vinculante  para el Magistrado, como que su seguimiento o apartamiento no depende de la actitud del justiciable de observar el dictamen o la falta de ello, sino  del  grado  de  convicción   que   tal   elemento acreditatorio   produzca  en  el  ánimo  del  juez,  en sustento  de la aplicación y experiencia (sana crítica) del  adecuado  procedimiento  para  la  realización   y producción  de  tal  medio.  Los  profesionales brindan valores  que  deben  ser  ponderados  para  asumir   la decisión, dando pautas que,  aún  de  orden  matemático como los porcentuales, configuran meros parámetros y no autorizan  resolver la cuestión de manera arbitraria ni discrecional  (doct. art. 384, 473, 474 CPCC; CALZ Sala I Reg. Sent. Def. 373/95, 5/97, 151/97,  255/97,  91/97 entre muchos otros).

               El informe pericial resulta el medio  de excelencia, puesto que integra  los  conocimientos  del juez  a  través  de  explicaciones  técnicas  y ciertas apreciaciones  que efectúa el experto caben presumirlas sustentadas  precisamente  en el conocimiento que emana de  la  circunstancia de detentar título habilitante de rigor científico con  incumbencia  en  el  tópico,  a£n cuando el juez personalmente las posea.

               En principio, la fuerza  probatoria  del dictamen  solamente puede enervarse por fundada razones científicas   o   técnicas,   resultando   ilógica   la pretensión  de  contrariarlas  con opiniones profanas o discrepancias  subjetivas,  y, por más amplias que sean las  facultades del juez al apreciar las conclusiones y que las mismas no  sean  vinculantes,  el  apartamiento debe ser fundado en razones de mucha entidad (SCBA, Ac. 45797 S 14-5-1991, A y S 1991-I-710).

               Y  no  concierne  al  juez  ensayar  una respuesta sobre el déficit científico de la pericia. Lo que sí corresponde es apreciar tal diligencia  mediante parámetros  vinculados con la colección de información, exámenes, respaldo  empírico,  fundamentos,  exposici¢n lógica  de  datos  y  conclusiones  como   ingredientes principales   a   la   actividad   destinada  a  formar convicción judicial a través de la sana crítica  (doct. arts. 384, 474 CPCC).

               Es  que,  si  bien  la  pericial  no  es vinculante para el juez de la causa,  éste  debe  tener fundadas   razones   técnicas  para  enervarlo.  En  la hipótesis, el magistrado debe  contar  con  fundamentos científicos  del  mismo nivel y rigor probatorio que el elaborado  por  el  experto,  pues sería il¢gico - como quedó dicho - que el sentenciante intente confrontar un dictamen  de tal naturaleza con discrepancias de índole subjetiva  que  nunca alcanzar¡an la entidad convictiva del informe, puesto que si éste no  resulta  fuera  del contexto de las circunstancias de autos,  ni  encuentra demostrada   al   juzgador   la   inexactitud   de  sus conclusiones,  no debe apartarse de ellas (CNCiv., Sala F, LL, 1982-D-249).

               XI.- Habiendo analizado estas  probanzas resta   merituar   la   entidad   convictiva   de   las declaraciones testimoniales producidas en la causa. 

               Es necesario poner  de  resalto  que  la valoración   de  la  prueba  testimonial  y  su  fuerza probatoria deben apreciarse según las reglas de la sana lógica,   procurando   desentra¤ar   el   mérito  o  la inconsistencia   de   la   declaración  con  las  demás circunstancias  de la causa que corroboren o disminuyan su  fuerza,  observando  igualmente  la  calidad de los testigos.   Los   magistrados   son   soberanos  en  la apreciación   de   las   declaraciones   testimoniales, analizadas como se ha efectuado, conforme las reglas de la sana crítica (art. 384 CPC). 

               Los jueces no solamente concluyen en sus sentencias  con el literal confronte de los testimonios que  se  les  brinda  en análisis, sino que lo hacen al materializar en ellos su lógico  pensamiento  luego  de formarse convicción de la verdad  moral  como  terceros imparciales  en  la  contienda,  dando  así valor a las deposiciones que se conforman  con  la  realidad  (esta Sala,  RSD:  245/06  in  re   "Gallo,   Edelmira   Elsa c/Cersosimo,  Arturo  Horacio s/Interdicto de recobrar" Exp: 62131; RSD: 358/07 "Sosa, Lina  c/Exp.  Caraza  SA s/Ds y Ps" causa: 63795).

               Un   testigo   es  atendible  cuando  su declaración es idónea para crear la convicción del juez sobre  la verdad de los hechos a los cuales se refiere. En  este  orden, para apreciar la eficacia del testigo, deben   atenderse  las  circunstancias  o  motivos  que corroboran o disminuyen la fuerza de sus declaraciones, pues  ni  el  juramento de decir verdad impuesto por la ley  ni las manifestaciones formuladas al responder por las  generales  de la ley impiden que el juez ejerza la potestad legal de apreciarlas según las  reglas  de  la sana  crítica  (esta  Sala,  RSD:  245/06 in re "Gallo, Edelmira  Elsa c/Cersosimo, Arturo Horacio s/Interdicto de recobrar" Exp: 62131; RSD: 358/07 "Sosa, Lina c/Exp. Caraza SA s/Ds y Ps" causa: 63795).

               La  testigo  Minoli  de   Ferrini   (fs. 439/440) quien vive a escasos metros del lugar donde se encuentra ubicado el inmueble en cuestión, declara  que desde que vive allí (entre el año 1969 y 1970) sabe que el lote lo  había  comprado  el  accionante.  Asimismo, declara respecto a las  mejoras  introducidas  diciendo que  hicieron  el  frente y un portón un garage con una pared  de  ladrillos. Es coincidente en este sentido la declaración del Sr.  Bruno  Ferrini  (fs.  191/194  del interdicto que corre por cuerda). 

               Estimo   como   relevantes   estos   dos testimonios desde que son  aquellos  que  provienen  de sujetos   más   cercanos  al  lugar  de  ubicación  del inmueble, dejando de lado los cuestionamientos respecto a  su  idoneidad, los cuales estiendo que no encuentran apoyo (art. 384 y 456 CCC). 

               XII.-  Luego de analizar la totalidad de las probanzas que estimo relevantes a la hora de fundar mi  voto, concluyo que se han probado en estos obrados, mediante  la conformaci¢n de la tan mentada prueba compuesta, los extremos requeridos para la adquisición del dominio por prescripci¢n. 

               Resta  considerar,  en  función  de esta conclusión,  la  postura  del  tercero  Depetri,  quien argumenta que la adquisición del inmueble por parte del actor  le  es  inoponible  en funci¢n de su carácter de tercer adquirente de buena fe y a título oneroso. 

               Estimo que la postura no ha  de  recibir favorable acogida.

               Ya   desde  el  año  1959,  la  Casación Provincial se expidió en relación al referido  supuesto diciendo   que   la   adquisición   del   dominio   por prescripción  (en  el  caso  treintañal)  retrotrae sus efectos  al  día  en que la posesión comenzó y no le es oponible la compra posterior a esa fecha que  alega  un tercero  de  buena  fe  (SCBA, Ac y Sent 1959-III-149). Para así resolver el máximo tribunal provincial se hizo eco de las enseñanzas de Salvat, quien atribuye  efecto retroactivo al momento del comienzo de la  posesión  en virtud   del  carácter  originario  de  la  adquisición (Salvat, "Derechos Reales", t. I, pag. 508,  num.  912, ed. 1946).

               La  sentencia que se dicta en el proceso de  usucapión  es constitutiva y retrotrae el dominio a la  fecha  del  inicio de la posesión. De manera que la venta  realizada  durante  ese  período  no  mejora  la situación   anterior,   si   no   se   realizan   actos interruptivos  del  prescripción  adquisitiva antes del vencimiento  del  plazo (Falcon, E, "Tratado de derecho procesal civil y comercial" T°VI, pag. 309, ED. Astrea, 2007).

               A mayor abundamiento es del caso se¤alar que no se ha perfeccionado la adquisición por parte del referido tercero desde  que  no  se  ha  acreditado  la existencia del modo, a la sazón la tradición traslativa de  dominio, la cual no puede tenerse por existente por la sola mención de la escritura pública.

               Sabemos   de   la   existencia   de   la corruptela notarial de insertar en  las  escrituras  de venta  declaraciones  en  las  que  el  enajenante   se desprende  de  la  posesión  y  del  dominio  sobre  el inmueble y se lo transmite al comprador, lo que resulta violatorio  de  la  ley,  a  menos  que  el autorizante hubiere  presenciado  los  actos   materiales   y   los consignara  expresamente  en  la  escritura,  bajo   su responsabilidad   de  ser  ello  cierto  (Peña  Guzman, "Derecho  Civil-Derechos  Reales",  T°I, pag. 303, esta Sala, Exp: 55603  RSD:  103/03  in  re  "Romero  Gomez, Adriano  c/Romero,  Abdon s/Reivindicación", Exp: 56529 RSD:  311/03  in  re  "Banco  Municipal  de  La   Plata c/Ibarrola    Duarte,   Francisca   s/Cumplimiento   de contrato").

               Así las cosas, estimo que tampoco existe buena fe en cabeza de quien pretende  ampararse  en  la doctrina  que emana del artículo 1051 del Código Civil, desde que ha invocado la adquisición del bien raíz, mas no  se advierte que haya logrado entrar en posesión del mismo.

               Todo  lo  cual  hace  a  mi propuesta de revocar la sentencia y hacer lugar a la acción deducida (Ley 14159 ref. Dto.  5756/58;  arts.  4015,  4016  del Código Civil, 375, 384, 456, 474, 679, 680, 681  y  682 del CPCC).

               XIII.-  El  carácter  contradictorio que corresponde  al  proceso sobre prescripción adquisitiva determina la aplicabilidad  del  la  regla  general  en materia de  costas,  y,  conforme  la  misma,  debe  el vencido  sufragar  los gastos del pleito (Cam. 1°, sala III, causa 212.309, reg. sent. 156/92; idem, Sala I, La Plata causa 224.088, reg. sent. 231/96). 

               No obstante, como el juicio de usucapión es un trámite obligado que debe cumplir el usucapiente, exista o no conformidad  del  titular  de  dominio,  es justo que el actor soporte al menos los  gastos  de  su intervención,  salvo  cuando  se  presenta  el  dueño y cuestiona expresamente la usucapión (cam.  Apel  Moron, Sala II, causa 21.225, reg. sent 145/88).

               Dentro de tales parámetros, los resuelto en la instancia  de  origen  no  lo  entiendo  justo  y equitativo, propiciando su revocación. 

               Por   lo  fundamentos  y  citas  legales expuestas,

                 -VOTO POR LA NEGATIVA-

A la misma segunda cuestión, el Dr. Tabernero, por consideraciones análogas, TAMBIEN VOTA POR LA NEGATIVA.-

A la tercera cuestión, el Dr. Basile dice:

               Visto  el  acuerdo  logrado al tratar la cuestión  que  antecede, propongo al Acuerdo revocar la sentencia  apelada y, en consecuencia, hacer lugar a la demanda interpuesta por David Smeiniansky contra Camilo Baratucci   (hoy   sus   herederos)   por  prescripci¢n adquisitiva  del  inmueble  sito en la calle Scalabrini Ortiz,  entre  Dr.  Arturo  Melo  y  Enrique  del Valle Iberlucea    de   Remedios   de   Escalada,   designado catastralmente   como  Circunscripción  I,  Sección  R, Manzana 86, Parcela 1 del Partido de  Lanus,  matricula 34897   cuyo  antecedente  dominial  corresponde  a  F° 54560/B/12 Lanus.  Deberá  mandarse  a  inscribir  esta sentencia en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble previa cancelación de la  anterior  anotación,  a  cuyo fin, una vez firme se librarán los oficios y testimonio del  caso  (art. 682 del CPCC), previo cumplimiento del artículo  21  de  la  ley  6716.  Asimismo, corresponde imponer las costas de ambas instancias a los accionados vencidos (art. 68 CPCC). Los  honorarios  profesionales se regularán en su oportunidad (Ley 8904).

                     -ASI LO VOTO-

A la misma tercera cuestión, el Dr. Tabernero, por compartir fundamentos, VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que termin¢ el Acuerdo dictándose la siguiente

                       SENTENCIA

               En el Acuerdo quedó establecido  que  la sentencia no es nula, mas que debe ser revocada. 

               POR ELLO,  CONSIDERACIONES  del  Acuerdo que antecede y CITAS  LEGALES,  rev¢case  la  sentencia apelada  y,  en consecuencia, hácese lugar a la demanda interpuesta   por   David   Smeiniansky  contra  Camilo Baratucci   (hoy   sus   herederos)   por  prescripción adquisitiva del inmueble sito en  la  calle  Scalabrini Ortiz, entre  Dr.  Arturo  Melo  y  Enrique  del  Valle Iberlucea    de   Remedios   de   Escalada,   designado catastralmente  como  Circunscripción  I,  Sección   R, Manzana  86,  Parcela 1 del Partido de Lanus, matricula 34897  cuyo  antecedente  dominial  corresponde  a   F° 54560/B/12 Lanus. Mándase a inscribir esta sentencia en el Registro de la Propiedad Inmueble previa cancelación de  la anterior anotación, a cuyo fin, una vez firme se librarán  los  oficios  y testimonio del caso (art. 682 del CPCC), previo cumplimiento del artículo  21  de  la ley  6716.  Costas de ambas instancias a los accionados vencidos.  Difiérese  la   regulación   de   honorarios profesionales   para   su   oportunidad.    Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.-

